AZNAR Y LA LEY DEL TALIÓN

Declaraciones como las pronunciadas por Jaime Ignacio del Burgo “que se pudran en la cárcel” y las pronunciadas por el propio José María Aznar, copiando perfectamente el estilo de su tutor el presidente Bush, en la Pascua Militar proclamando “una ofensiva total contra el terrorismo aún en solitario” nos retrotraen a la prehistoria del derecho penal. Se plantea un derecho punitivo, antitético al actualmente configurado por las aportaciones del Marqués de Beccaria y su humanización en virtud de las doctrinas de la Ilustración, y otras aportaciones como la de los socialistas utópicos y el humanismo cristiano, proclamaciones como las anteriormente citadas nos e corresponden siquiera con el derecho penal del Antiguo Régimen (inquisitivo, vengativo y cruel). Estas declaraciones nos ubican directamente en un estado de precivilización, el propio de la Ley del Talión (cuyo único objetivo es la venganza o retribución) o incluso el propio de las leyes de la guerra (cuyo objetivo es la aniquilación del enemigo).

Ante las reformas legislativas propuestas por el Gobierno del PP y relativas al cumplimiento efectivo de las penas para los condenados por delito de terrorismo, bien le vendría a dicho gobierno y a su Ministro de Justicia en particular releer el libro editado por el propio ministerio de Justicia y titulado “Tratado de los Delitos y de las Penas” cuyo autor es Cesare Bohesana, Marqués de Beccaria. Para los juristas en general y para los penalistas en particular el nombre de este autor se asocia ineludiblemente con el nacimiento de la moderna ciencia del derecho Penal.

Reformas como la propuesta por el Gobierno del PP nos retrotraen al modelo de justicia del Antiguo Régimen en el que el procedimiento penal era empleado como un medio de intimidación y, a tal fin, venía adornado de las peores características: era inquisitorio, partía de la presunción de culpabilidad y se celebraba en secreto, siendo los castigos infligidos a los declarados culpables de una particular crueldad que hoy calificaríamos como de auténtico terror. 

El contexto internacional es propiciatorio para este tipo de medidas, las consistentes en el uso de la represión pura, del castigo, del carácter exclusivamente retributivo de las penas como elemento de resolución de conflictos sociales. Qué no va a aprobar el Partido Popular cuando el gendarme del mundo, el Presidente Bush, está dispuesto a afrontar una guerra de imponderables consecuencias con el exclusivo objetivo de atender a los oscuros intereses petroleros y armamentísticos que gravitan permanentemente sobre la política norteamericana. Desde que gobierna el PP se van deshilachando progresivamente los fundamentos axiológicos no sólo del Código Penal aprobado en el año 1995, sino de la propia Constitución en relación a los aspectos fundamentales que deben configurar la legislación penal y penitenciaria. 

Nos encontramos cada vez con más frecuencia con leyes que endurecen las penas, no sólo para los delitos de terrorismo sino también para otros que pretendidamente (la expresión correcta sería mediáticamente) provocan alarma social; nos encontramos con reformas legales que extienden la inspiración punitiva minorando la reeducadora a los menores de edad penal; nos encontramos con regulaciones crecientemente represivas sobre los extranjeros; con leyes como la de Partidos Políticos que se confrontan groseramente con un buen número de derechos fundamentales previstos por la propia Constitución y ahora, en materia de pena, con una exigencia para determinados delitos y delincuentes, de cumplimiento efectivo de las condenas que termina de pulverizar el entramado constitucional en esta materia.

Exigir el cumplimiento íntegro de las penas sólo a los condenados por delito de terrorismo (si esto es lo que se propone en la Reforma) contradicen en primer lugar el principio de igualdad ante la ley que consagra con un rango y ubicación sistemática privilegiada la Constitución en su artículo 14. Debemos preguntarnos porqué éstos y no los comitentes de otros delitos deben cumplir íntegramente sus condenas, cual es el elemento que posibilita constitucionalmente realizar esta distinción y si no estamos ante una discriminación no objetiva ni razonable prohibida por ya muy prolija jurisprudencia del Tribunal Constitucional. La única razón con la que se puede especular para justificar esta medida es una presunción absolutamente falaz, presumir apriorísticamente que todos los condenados por delito de terrorismo van a reintegrarse una vez cumplida la condena en la banda armada. Estamos ante una presunción absolutamente delirante, lo que vaya a ocurrir tras el cumplimiento de la condena o la obtención de ciertos beneficios penitenciarios solo se puede comprobar en ese momento, no se puede presumir “a priori” que los condenados por delito de terrorismo van fatal e inevitablemente a reincidir y, de hecho, esto ya esta experimentalmente comprobado puesto que el Ministro de Justicia sabe que no es en este delito donde se produce el mayor grado de reincidencia penal, luego, la única justificación teórica de esta negación del principio de igualdad ante la ley  resulta intelectualmente indecorosa.

Se contradice otro importante precepto constitucional con esta reforma, el artículo 25 de la Constitución que establece la esencia constitucional de las penas orientándolas hacia la reinserción social de los delincuentes. Este precepto constitucional acoge, como no puede ser de otra manera en un estado democrático, las ideas que la Ilustración y otras doctrinas  como el humanismo cristiano, la de los socialistas utópicos etc. incorporaron al castigo penal, su carácter fundamentalmente resocializador y no retributivo. Ya nos explicara el Ministro de Justicia como se puede resocializar a un ciudadano obligándole a permanecer, de forma efectiva, 40 años en un centro de internamiento penitenciario y cómo pretende superar ese escollo constitucional (el cumplimiento de una condena supone la puesta en libertad del que hasta ese momento se ha visto privado de ella y eso no le puede vincular ni con el arrepentimiento, ni con la retractación, ni con la colaboración policial).

Otra dificultad constitucional de difícil superación lo constituye la falta de proporcionalidad que se percibe entre las penas, de desmesurada dimensión, y alguno de los posibles delitos cometidos. La proporcionalidad de la condena es un imperativo de la Constitución, del Código Penal bien pormenorizado por la jurisprudencia constitucional (la falta de proporcionalidad supuso la puesta en libertad por el Tribunal Constitucional de los miembros de la Mesa Nacional de HB encarcelados en su día). La duda que plantea la reforma es si el cumplimiento efectivo de la pena se extenderá no sólo a los autores de delito de terrorismo sino también, a los condenados por colaboración con banda armada, a los condenados por pertenencia a banda armada y a los condenados por intervenir en el delito no como autores sino en el ámbito de la inducción o de la proposición al mismo. En estos últimos casos la falta de proporcionalidad que derivaría de un cumplimiento efectivo de 40 años de privación de libertad resultaría evidente. 

En definitiva, se están recuperando peligrosamente las esencias del derecho penal del Antiguo Régimen. Nos encontramos con lo que Jacobs denomina derecho penal del enemigo y no derecho penal del ciudadano y se contradice peligrosamente la última frase de la obra de Beccaria en donde con ilusa pretensión afirmaba que “las penas para no constituir violencia o venganza de uno o varios contra un particular deben ser prontas, públicas, fundadas en las leyes y la menor de las posibles dadas las circunstancias”, todo lo contrario de lo que nos propone este gobierno que sigue utilizando el problema de la violencia para encubrir ante la opinión pública los numerosos agujeros de su gestión gubernamental. 

En el contexto anteriormente descrito, parece ilusorio pensar que el debate parlamentario va a rehacer este destrozo constitucional, a pesar de las reservas manifestadas por notables constitucionalistas del Partido Socialista, como Diego López Garrido, las reservas más enigmáticas de CIU y las ya conocidas de EAJ-PNV e Izquierda Unida.
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